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PROCESO EJECUTIVO 

RAD. 68001-31-03-004-1998-00274-01 

Bucaramanga, dos (02) de septiembre de dos mil diecinueve (2019). 

A través del memorial que antecede, el apoderado judicial de la parte demandante 
solicita que se señale fecha y hora a fin de adelantar la diligencia de remate del 
inmueble identificado con M.I. No. 300-105898 de la ORIP de BUCARAMANGA., 
frente a lo cual tiene por decir este Despacho lo siguiente: 

Revisado el expediente, se observa que del avalúo catastral expedido por el IGAC 
incrementado en un 50% del inmueble identificado con M.I. No. 300-105898 se 
corrió el traslado de co'nformidad con lo dispuesto en el art. 444 del C.G.P. 
mediante auto proferido el 02/07/2019, término que venció en absoluto silencio. 
Sin embargo, a consideración del Juzgado, con el avalúo catastral del citado 
inmueble no se establece su valor real, y al existir serias dudas respecto, nada 
menos, que del precio del inmueble futuro a rematar, y habiendo eliminado el 
Consejo Seccional de la Judicatura de la lista de Auxiliares de la Justicia la 
especialidad de peritos avaluadores, se hace necesario requerir a las partes para 
que de conformidad con los dispuesto en el art. 444 del C.G.P. alleguen el avaluó 
comercial del referido bien. 

La decisión aquí adoptada encuentra sustento en que, tal y como lo ha dispuesto 
la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia, al Juez le corresponde 
garantizar los derechos del deudor, sin atender formalismos procesales, 
sacrificando el derecho sustancial, por lo cual se hace necesario requerir a las 
partes para que alleguen una experticia a través de la cual se establezca el 
justiprecio del inmueble a rematar, al respecto la Corte Constitucional en sentencia 
T-531 de 2010, expuso: 

"En efecto, la Corte ha estimado que "un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto 
se presenta cuando un funcionario utiliza o concibe los procedimientos como un obstáculo 
para la eficacia del derecho sustancial y, por esta vía sus actuaciones devienen en una 
denegación de justicia", causada por la aplicación de disposiciones procesales opuestas a 
la vigencia de los derechos fundamentales, por la exigencia irreflexiva del cumplimiento de 
requisitos formales o por "un rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas"1. 

Tratándose de las pruebas, la Corporación ha indicado que, si bien los jueces gozan de 
libertad para valorarlas dentro del marco de la sana crítica, "no pueden desconocer la 
justicia material por un exceso ritual probatorio que se oponga a la prevalencia del derecho 
sustancial" y "que el sistema de libre apreciación es proporcional, mientras no sacrifique 
derechos constitucionales más importantes"2. 

La Corte ha enfatizado que "el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto se 
presenta porque el juez no acata el mandato de dar prevalencia al derecho sustancial" y se 
configura "en íntima relación con problemas de hecho y de derecho en la apreciación de las 
pruebas (defecto fáctico), y con problemas sustanciales relacionados con la aplicación 

1 Cfr, Corte Constitucional, Sentencia T-264 de 2009. M. P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
2 Ibídem. 



a judidal 
onsejo Superior de la judicatura 

eptIblíca de Colombia 

Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 
JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN CIVIL 

DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA 

preferente de la Constitución cuando los requisitos legales amenazan la vigencia de los 
derechos constitucionales"3. 

En el asunto que ahora ocupa la atención de esta Sala de Revisión de la Corte 
Constitucional, la argumentación que sirve de sustento a la decisión de aceptar el avalúo 
catastral, con el incremento legalmente previsto como base para efectuar el remate, y de no 
acceder a su revisión mediante la práctica de otro medio de prueba es de orden 
estrictamente legal y se funda en artículo 516 del Código de Procedimiento Civil, que faculta 
al ejecutante para presentar el avalúo "en el término de diez días siguientes a la ejecutoria 
de la sentencia o a la notificación del auto que ordena cumplir lo resuelto por el superior, o 
a la fecha en que quede consumado el secuestro, según el caso" y, de otro lado, señala 
que "tratándose de bienes, el valor será el del avalúo catastral del predio incrementado en 
un 50%, salvo que quien lo aporte considere que no es idóneo para establecer su precio 
real", caso en el cual "con el avalúo catastral deberá presentarse un dictamen obtenido por 
cualquiera de las formas obtenidas en el inciso segundo". 

A la literalidad de la disposición que se acaba de citar, los despachos judiciales agregan  
como argumento para manteneé el valor catastral que la parte eiecutivamente demanda no 
objetó el avalúo en la oportunidad pertinente, pero, como ya ha sido puesto de presente al  
analizar los requisitos generales de procedencia, el argumento es insuficiente, porque en  
caso de que el juez tenga facultades para procurar la justicia material y para conferirle a las 
formalidades un sentido acorde con la prevalencia del derecho sustancial, el descuido de la 
parte o de su apoderado no convalida la actitud formalista del juez, ni le releva de atender 
sus obligaciones constitucionales o de cumplir su misión de garante de los derechos 
fundamentales en los distintos procesos y actuaciones judiciales.  (Subrayado fuera del texto). 

Conviene tener en cuenta que la selección de las disposiciones con las cuales se ha de 
resolver el caso y la interpretación de esas mismas disposiciones son tareas primordiales 
del juez y que, por lo tanto, cuando se yerra en la selección de la preceptiva aplicable o en 
su interpretación, con menoscabo de los derechos fundamentales, la causa radica en el 
fallador y suya es una responsabilidad que no disminuye ni desaparece por el hecho de que 
la parte eventualmente perjudicada haya perdido una oportunidad procesal para alegar y 
solo ponga en conocimiento del juez la situación que juzga contraria a sus derechos 
después de vencida esa oportunidad. 

4.3.3. La prevalencia del derecho sustancial y las facultades oficiosas del juez 

Ahora bien, en algunas ocasiones la manera de otorgarle prevalencia al derecho sustancial 
y de asegurar el respeto de los derechos fundamentales en el desarrollo de los distintos 
procedimientos depende de que el juez tenga facultades oficiosas y de que efectivamente 
haga uso de ellas. A esta posibilidad se refiere la actora al reiterar en su demanda de tutela 
lo ya expresado durante el proceso ejecutivo en el sentido de que el juez ha debido "mirar 
con lupa" el avalúo catastral y concluir que distaba mucho de ser el idóneo para realizar la 
diligencia de remate. 

Esas facultades oficiosas tienen una especial connotación en materia probatoria y, en tal 
caso, "se relacionan, principalmente, con (i) la posibilidad teórica o práctica- de alcanzar la 
verdad en el ámbito del proceso judicial; y (ii) la relevancia o posibilidad de la prueba en el 
marco de los fines del proceso"4. 

En cuanto a lo primero, la Corporación ha destacado que, aún cuando "la verdad como 
entidad metafísica puede ser inalcanzable o inexistente, en el proceso sí es posible acceder 
a algún tipo de verdad relativa sobre los hechos", para lo cual el juez "debe obtener la 
mayor cantidad de información jurídicamente relevante para la resolución del caso sometido 
a su estudio", valiéndose de los medios probatorios que, siendo lícitos, arrojen claridad 

3 Ibídem. 
4 Ibídem. 
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sobre un hecho determinado y también debe formular hipótesis "susceptibles de 
comprobación", así como evaluarlas, ya que "la evaluación de estas hipótesis, y el análisis 
de conjunto de la información recogida en el proceso, son las bases para una decisión o un 
juicio bien fundamentado sobre los hechos y las hipótesis que sobre ellos se erigen como 
premisas fácticas de la decisión judicial"5. 

Según el criterio de la Corte, "la verdad así construida, como se ha expresado es de tipo 
relativo, contextual y limitada legal y tácticamente, pero cualquier decisión judicial debe 
partir de las conclusiones obtenidas en ese proceso de análisis si no se quiere que la 
sentencia sea absurda o inicua"6. 

Este afán por la verdad que se puede obtener dentro del marco del proceso merma el 
carácter dispositivo de éste que se orienta a lograr "la resolución pronta y definitiva de los 
conflictos sociales mediante la composición de los intereses en pugna", y acrecienta el 
empleo de las facultades oficiosas del juez, aún de tipo inquisitivo, con la finalidad de que el 
proceso sea "una instancia destinada a lograr la vigencia y efectividad del derecho 
material", mediante decisiones basadas "en un soporte fáctico que pueda considerarse 
verdadero"7. 

En el último contexto descrito el juez no puede ser "un simple espectador del proceso" y ello 
viene exigido por el valor que constitucionalmente se le otorga a la prueba, en cuanto 
elemento del debido proceso constitucional, y por el mandato de dar prevalencia al derecho 
sustancial, tal como la Corte lo ha precisado, en términos que se transcriben: 

"...el artículo 29 de la Constitución establece como elemento del debido proceso la 
posibilidad de aportar y controvertir pruebas, así como el principio de exclusión de la 
prueba ilícita. En el plano legal, el principio de necesidad de la prueba se encuentra 
íntimamente ligado al derecho fundamental al debido proceso, pues se dirige a evitar 
cualquier tipo de decisión arbitraria por parte de las autoridades (núcleo esencial de la 
garantía constitucional citada); y, además, porque la valoración dada a las pruebas, o el 
juicio sobre los hechos, debe materializarse en la sentencia para que su motivación sea 
adecuada.5  

"El interés dado por el Constituyente al tema probatorio y su relación con el debido 
proceso, solo se explica si se valora la verdad como Objetivo o finalidad de las actuaciones 
judiciales. De no ser así, poco importarían el principio de necesidad, la motivación de la 
valoración probatoria o la posibilidad de aportar y controvertir pruebas, pues el juez podría 
adoptar sus decisiones con base en los alegatos de las partes o, sencillamente, en su 
criterio sobre la adecuada composición de los intereses en conflicto. 

"En segundo lugar, el artículo 228 de la Constitución consagra la prevalencia del derecho 
sustancial en las actuaciones judiciales. El derecho sustancial es aquel que se refiere a los 
derechos subjetivos de las personas, en oposición al derecho formal que establece los 
medios para buscar la efectividad del primero5. En un Estado de derecho, se considera que 
la justicia se logra precisamente mediante la aplicación de la ley sustancial. El Estado 
Constitucional, además, establece límites a la ley y condiciona la justicia al respeto de los 
derechos constitucionales y de los demás derechos humanos que el Estado, como 
miembro de una comunidad internacional fundada en el respeto por la dignidad humana, se 
ha comprometido a garantizar y proteger. Por lo tanto, la justicia y el derecho sustancial, - 
legal y constitucional- coinciden en el Estado Constitucional de Derecho"15. 

5 Ibídem. 
6 Ibídem. 
7 Ibídem. 
8 La relación entre la motivación y el debido proceso también ha sido recalcada por la Corte Constitucional, al punto de 
incluir entre las causales de procedencia de la tutela contra sentencias, la ausencia de motivación del fallo (Ver sentencia T-
114 de 2002). 
9 Ver, sentencia C-029 de 1995. 
10 Ibídem. 
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En concordancia con las disposiciones constitucionales citadas, la Ley 270 de 1996, 
Estatutaria de la Administración de Justicia, establece en su artículo 9° que "es deber de 
los funcionarios judiciales respetar, garantizar y velar por la salvaguarda de los derechos 
de quienes intervienen en el proceso", al paso que el Código de Procedimiento Civil, en su 
artículo 4°, señala que "al interpretar la ley procesal, el juez deberá tener en cuenta que el 
objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley 
sustancial" y que la clarificación de las dudas se debe orientar al "cumplimiento de la 
garantía constitucional del debido proceso", al respeto del derecho de defensa y al 
"mantenimiento de la igualdad de las partes". 

Más adelante, al establecer los deberes del juez, el artículo 37 del Código citado, en 
distintos numerales, le encarga de dirigir el proceso, de hacer efectiva la igualdad de las 
partes, "usando los poderes que este código le otorga" y de emplear esos mismos poderes, 
en materia de pruebas, "siempre que lo considere conveniente para verificar los hechos 
alegados por las partes y evitar nulidades y providencias inhibitorias". 

Ya en el título referente a las pruebas, las disposiciones generales autorizan la utilización 
de medios probatorios que sean útiles para la formación del convencimiento del juez y, en 
cuanto a las pruebas de oficio, el artículo 179 contempla la posibilidad de decretarlas 
"cuando el magistrado o juez las considere útiles para la verificación de los hechos 
relacionados con las alegaciones de las partes", mientras que el artículo 180 indica que 
"podrán decretarse pruebas de oficio, en los términos probatorios de las instancias y de los 
incidentes y posteriormente, antes de fallar". 

Con base en el recuento normativo que antecede, cabe concluir, como lo hizo la Corte en 
otra oportunidad, que "el decreto oficioso de pruebas no es una atribución o facultad  
potestativa del juez", sino "un verdadero deber legal" que se ha de ejercer cuando "a partir 
de los hechos narrados por las partes y de los medios de prueba que estas pretendan 
hacer valer, surja en el funcionario la necesidad de esclarecer espacios oscuros de la 
controversia cuando la ley le marque un claro derrotero a seguir; o cuando existan 
fundadas razones para considerar que su inactividad puede apartar su decisión del 
sendero de la justicia material"11.  (Subrayado fuera del texto). 

Cabe agregar, que no es capricho de éste fallador no fijar fecha y hora para el 
remate inmediatamente, pues evidentemente, existen también pronunciamientos 
por parte del Ho. Tribunal Superior de Bucaramanga, Sala Civil Familia, por lo cual 
es procedente decretar pruebas de oficio como deber legal a efectos de 
determinar el verdadero valor del predio. Así en sentencia reciente el Ho. Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga, en acción de tutela del 05 de marzo 
de 2014, en caso similar, indicó: 

"Revisado el trámite surtido con cada una de sus actuaciones, así como la decisión atacada 
por el accionante, que no es otra que la que negó la solicitud de un nuevo avalúo y rechazó 
de plano el incidente de nulidad formulado por la hoy tutelante, proferida por el JUZGADO 
PRIMERO DE EJECUCIÓN CIVIL DEL CIRCUITO de 

Bucaramanga, la cual desde ya esta Sala anuncia que dicha decisión deberá ser revocada, 
toda vez que pese a que el ejecutado al interior del trámite no hizo uso de los mecanismos 
para desvirtuar la idoneidad del avalúo catastral allegado por la parte ejecutante, era deber 
del Juez director del proceso hacer uso de sus facultades oficiosas que le concede la norma 
procesal y entrar a dilucidar sobre la idoneidad del mismo para establecer el valor real del 
inmueble como pasará a verse: 

11 Ibídem. 
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En un caso de gran simetría con el que aquí se discute por vía de tutela fue objeto de 
pronunciamiento por la H. Corte Constitucional, donde dicha Corporación califica el proceder 
de los Jueces de conocimiento como un exceso de ritual manifiesto, por cuanto sus 
actuaciones frente al avalúo catastral allegado al proceso, estuvo altamente ceñido al 
procedimiento al punto que se desconocieron el derecho al debido proceso de la deudora y 
causaron un perjuicio irremediable a sus intereses, por lo que ese Tribual indicó al respecto: 

"En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha señalado que la observancia de la plenitud 
de las formas propias de cada juicio no puede servir al propósito de hacer que las 
ritualidades procesales se conviertan en un fin en sí mismas, pues la prevalencia del derecho 
sustancial impone que los procedimientos sirvan como medio para lograr la efectividad de los 
derechos subjetivos de las partes y demás intervinientes en los procesos. Una providencia 
judicial incurre en el defecto procedimental cuando el juez que la profiere desconoce, de 
manera absoluta, las formas del juicio, pero también cuando el fallador se atiene de modo tan 
estricto a las formalidades previstas, al punto de generar un "exceso ritual manifiesto" que, 
aún cuando acoplado a las exigencias previstas en la ley procesal, tiene como consecuencia 
el desconocimiento de derechos constitucionales que, en tales condiciones, resultan 
sacrificados en aras de otorgarle plena satisfacción a requisitos de índole formal (...)„12 

Ahora bien, quien hoy pretende la presente acciones MERY YOLANDA DAZA GONZÁLEZ 
que no es parte interviniente dentro del proceso ejecutivo hipotecario objeto de impugnación, 
lo cual en principio daría a pensar que no le asiste un interés directo para invocar el amparo 
por esta vía constitucional, sin embargo su legitimación se concibe, en que si bien no es 
propietaria del bien que ostenta la hipoteca, dicho inmueble si pertenece de la masa 
patrimonial de la sociedad conyugal surgida con el ejecutado EDGAR MIRANDA 
CONTRERAS y la hoy tutelante, por lo cual de manera indirecta le afecta el valor por el cual 
dicho bien pueda ser apreciado en el presente proceso ejecutivo. 

Por lo anterior o son de recibo los argumentos esbozados por la falladora de conocimiento 
para negarse a establecer el valor real del inmueble, bajo el supuesto de hecho que el 
ejecutado dentro de la oportunidad para controvertir el valor de mismo ni lo hiciera, pues tal 
posición no es suficiente motivo desconocer los derechos del deudor dentro de la Litis y en 
su lugar dar prevalencia a las normas procesales, pues tal como lo sostuvo la Corte 
Constitucional: 

"A la literalidad de la disposición que se acaba de citar, los despachos judiciales agregan 
como argumento para mantener el valor catastral que la parte ejecutivamente demanda no 
objetó el avalúo en la oportunidad pertinente, pero, como ya ha sido puesto de presente al 
analizar los requisitos generales de procedencia, el argumento es insuficiente, porque en 
caso de que el juez tenga facultades para procurar la justicia material y para conferirle a las 
formalidades un sentido acorde con la prevalencia del derecho sustancial, el descuido de la 
parte o de su apoderado no convalida la actitud formalista del juez, ni le releva de atender 
sus obligaciones constitucionales o de cumplir su misión de garante de los derechos 
fundamentales en los distintos procesos y actuaciones judiciales."13  

En esa línea, es palpable que la JUEZ PRIMERO DE EJECUCIÓN CIVIL DEL CIRCUITO 
esta advertida de diferencia existente entre el valor reportado por el avalúo catastral allegado 
por la parte demandante y el valor real del inmueble, por lo cual dicho precedente no puede 
ser desconocido por la falladora y a su paso continuar con el ritual concebido en la norma 
procesal para disponer la diligencia de remate del mismo, sin antes en virtud de su deber 
oficio, velar por determinar la idoneidad dicho avalúo para establecer el valor por el cual 
dicho bien debe salir a remate." 

12 Sentencia T-531 del 25 de junio de 2010, M. P.GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO. 
1313 Sentencia T-531 del 25 de junio de 2010, M.P.GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO. 
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En consecuencia, en aras de establecer el verdadero valor del el inmueble 
identificado con M.I. No. 300-105989 de la ORIP de BUCARAMANGA y teniendo 
en cuenta, iteraste, que el Consejo Secciona! de la Judicatura no suministró una 
lista de peritos avaluadores, se decretará como prueba de oficio: requerir a las 
partes para que alleguen el avaluó comercial del referido bien, para lo cual "podrán 
contratar el dictamen pericia' directamente con entidades o profesionales 
especializados.", de acuerdo a lo reglado en el numeral 1° del art. 444 del C.G.P. 

Por lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE EJECUCIÓN 
DE SENTENCIAS DE BUCARAMANGA, 

RESUELVE 

REQUERIR a las partes para que alleguen el avaluó comercial del inmueble 
identificado con M.I. No. 300-105898 de la ORIP de BUCARAMANGA, para lo 
cual "podrán contratar el dictamen pericia' directamente con entidades o 
profesionales especializados.", de acuerdo a lo reglado en el numeral 1° del art. 
444 del C.G.P. 

NOTIFIQUESE, 

JOe NOE BARRERA SÁENZ -

JUEZ 
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PROCESO EJECUTIVO 
RAD. 68001-31-03-004-2008-00233-01 

Bucaramanga, dos (02) de septiembre de dos mil diecinueve (2019). 

De conformidad con lo reglado en el art. 366 del C. G. del P., se aprueba en todas 

sus partes la liquidación adicional de costas que antecede, realizada por la 

OFICINA DE EJECUCIÓN CIVIL DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA. 

NOTIFIQUESE, 

4150, 

JOS NOE BARRERA SÁENZ 

JUEZ 
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PROCESO EJECUTIVO 
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Bucaramanga, dos (02) de septiembre de dos mil diecinueve (2019). 

En atención al oficio que antecede, el Despacho ordena librar oficio con destino al 

JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE 

BUCARAMANGA para el proceso rad. No. 68001-31-03-002-2009-00080-01 a fin 

de informarle que debe estarse a lo resuelto a la orden contenida en el oficio No. 

2019-04686 del 12/07/2019, radicada en sus instalaciones el 15/07/2019. Ofíciese. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

JO SE NOÉ BARRERA SÁENZ 

JUEZ 

OFICINA DE APOYO PARA LOS 
JUZGADOS CIVILES DEL CIRCUITO DE 

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE 
BUCARAMANGA 

CONSTANCIA: Col Esta.. No 	 se 
notifica a las p 	 cia que 
antecede, 	 e 2019, 
siendo las 

MARlANIEAI PI EDA 
Prof sional Universitaria 
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siendo 
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Rama Judicial 
Consejo Superior de la Judicatura 

República de Colombia 

Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 
JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN CIVIL 

DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA 

PROCESO EJECUTIVO CON GARANTÍA REAL 
RAD. 68001-31-03-006-2015-00361-01 

Bucaramanga, dos (02) de septiembre de dos mil diecinueve (2019). 

Incorporar y poner en conocimiento de las partes el contenido del oficio 

obrante a folio 153 de este cuaderno, allegado por parte del JUZGADO 

SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE EXTINCIÓN DE 

DOMINIO DE BOGOTÁ. 

En atención al oficio que antecede, el Despacho ordena que de manera 

inmediata la OFICINA DE APOYO PARA LOS JUZGADOS CIVILES DEL 

CIRCUITO DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE BUCARAMANGA procedan a 

emitir certificación detallada sobre las actuaciones surtidas al interior del proceso 

de la epígrafe, y provea la reproducción magnética del expediente a fin de que se 

remitan las documentales al JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO 

ESPECIALIZADO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO DE BOGOTÁ. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

,11111.1> 

O BARRERA SÁENZ 

JUEZ 



%-nyir 

SÁENZ 

se 
videncia que 
re de 2019, 

CONSTANCIA: 
notifica a las 
antecede, oy 
siendo las 

OFICINA DE APOYO PARA LOS 
JUZGADOS CIVILES DEL CIRCUITO DE 

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE 
BUCARA 

Rama Judicial 
Consejo Superior de la Judicatura 

República de Colombia 

Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 
JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN CIVIL 

DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA 

PROCESO EJECUTIVO 
RAD. 68001-31-03-006-2015-00433-01 

Bucaramanga, dos (02) de septiembre de dos mil diecinueve (2019). 

Previo a resolver la solicitud de dependencia judicial que antecede, el Despacho 

ordena requerir a la parte demandante a fin de que se sirva acreditar la calidad de 

estudiante de derecho o abogado en ejercicio del señor HERNANDO CORDERO 

VÁSQUEZ, conforme lo establece el artículo 26 del Decreto 196 de 1971. 

NOTIFÍQUESE, 

JUEZ 

MARI AN EA S 	EPÚLVEDA 
Profe ional Universitaria 



CONSTANCIA: Co   se 
notifica a las pa 	 cia que 
antecede, 	O 	 de 2019, 
siendo las 8:0 

MARI ANDR 
Profesi 

Rama Judicial 
Consejo Su peñor de la judicatura 

República de Colombia 

Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 
JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN CIVIL 

DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA 

40  

2c 

PROCESO EJECUTIVO 
RAD. 68001-31-03-003-2018-00290-01 

Bucaramanga, dos (02) de septiembre de dos mil diecinueve (2019). 

Por ser procedente lo solicitado por la parte actora en el escrito que antecede a 

este auto y por cumplir con los requisitos exigidos por los artículos 593 y 599 del 

C.G.P, el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE EJECUCIÓN DE 

SENTENCIAS DE BUCARAMANGA, 

RESUELVE: 

DECRETAR el embargo en bloque del establecimiento de comercio denominado• 

"BIOTECH" identificado con la matricula mercantil No. 63586 de 27/10/1997, 

ubicado en la carrera 21 No. 14-58 de Bucaramanga, el cual fue denunciado como 

de propiedad del demandado BIOTECH S.A.S. 

Procédase por conducto de la OFICINA DE APOYO PARA LOS JUZGADOS 

CIVILES DEL CIRCUITO DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE 

BUCARAMANGA con la elaboración de los oficios respectivos con destino a la 

CÁMARA DE COMERCIO DE BUCARAMANGA, y déjense a disposición de la 

parte interesada para que acredite su trámite. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

JO 	NOÉ BARRERA SÁENZ 

JUEZ 
OFICINA DE APOYO PARA LOS 

JUZGADOS CIVILES DEL CIRCUITO DE 
EJECUCIÓN DE SENT CIAS DE 

BUCARAMAN 
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